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Límite a las protestas 
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1 Consejo de Estado, en un fallo reciente, 
dio nuevas y necesarias luces sobre dónde 
	 termina el derecho fundamental a la protesta. 

El frecuente y necesario debate sobre el lí-
mite del derecho constitucional a la protesta 
tuvo un nuevo hito con el fallo del Consejo de 
Estado en el que condenó solidariamente a la 
Corporación Juntas de Acción Comunal San 
Isidro de Chichimene y a quien fuera su repre-
sentante legal, Sandra Ruiz Riaño, por he-
chos ocurridos entre el 31 de julio y el 15 de 
agosto de 2017 en una estación de Ecopetrol 
en Acacias (Meta). 

En el texto de la providencia se lee: "Aun-
que es cierto que el mismo artí-
culo 37 superior es claro en ex-
presar que el ejercicio del dere-
cho a la protesta solamente pue-
de ser limitado de manera ex-
presa por la ley, no lo es menos 
que este debe expresarse de ma-
nera pacífica, ya que, de lo con-
trario, pierde su protección 
constitucional". 

La decisión del tribunal da 
nuevas luces legales a una discu-
sión cada vez más nutrida en el 
país por el aumento de eventos 
de protesta que han registrado 
entidades como la Defensoría 
del Pueblo, en particular duran-
te lapsos como los llamados esta-
llidos sociales de 2019 y 2021. 

En este sentido, otro alto tri-
bunal, la Corte Suprema deJusti-
cia, al fallar el caso de la influenciadora Dane-
idy Barrera, 'Epa Colombia', y ratificar su con-
dena, ya había planteado que esta "actuó por 
fuera del marco normativo que permite la 
protesta social, dado que el actuar de ningu-
na manera fue pacífico, sino que, por el con-
trario, fue violento y destructivo". 

Claramente, el fallo en cuestión recuerda lo 
que ya está en el artículo 37 de la Constitución 
en el sentido de qué la protesta debe ser pacífi-
ca. Lo novedoso y que sienta un precedente  

es el calcular el monto de la afectación causa-
da por la movilización —en este caso en térmi-
nos de los barriles de petróleo que se dejaron 
de producir mientras los manifestantes estu-
vieron en la estación— y hacerlos responsa-
bles del lucro cesante. En este caso, al no po-
derse demostrar con las pruebas disponibles 
que la suma exigida por la estatal petrolera, 
4.056 millones de pesos, era veraz, la canti-
dad que los condenados deberán pagar se es-
tablecerá posteriormente en un trámite inci- 

dental. 
Como ya se ha dicho, la protes-

ta pacífica es un derecho funda-
mental, inalienable en una de-
mocracia, pero que coexiste 
con otros. Quienes recurren a 
esta prerrogativa deben saber, 
como ciudadanos responsables 
y conscientes, que incurrir en 
conductas que trascienden el 
marco de una movilización para 
terminar en terrenos proscritos 
por el Código Penal, que dañen 
a terceros, tiene consecuencias. 

En este caso, así como en el de 
Barrera, el inconformismo llevó 
a afectar con dolo el patrimonio 
público, el interés general que 
debe prevalecer sobre el parti-
cular. Se trata del respeto a los 
derechos. Y que a esto se le pon-

gan límites bienvenidos no excluye reiterar 
que la protesta pacífica debe ser siempre res-
petada y que, de igual forma, cualquier de-
nuncia de exceso en su control por parte de la 
Fuerza Pública debe ser investigada y, si se 
confirma, sancionada. Les corresponde a los 
jueces ser el fiel de esta balanza entre dere-
chos fundamentales. Cuando tras un proceso 
con las debidas garantías se demuestra que la 
protesta dejó de ser pacífica y causó afectacio-
nes, solo queda el imperio de la ley. 
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Quienes recurren 
a este derecho 
deben saber que 
incurrir en 
conductas que 
trasciendan el 
marco de una 
movilización 
pacífica tiene 
consecuencias. 


